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Antes de proceder a decidir de fondo el presente asunto, observa la Sala que en el escrito de apelación el actor popular invocó un amparo de pobreza, que tiene como sustento el hecho de que no tiene vínculo laboral actualmente y que la acción es constitucional. (fl. 60, c. principal), sobre lo cual debe proveerse.
Con ese fin, es pertinente señalar lo que al respecto prevé el artículo 19 de la Ley 472 de 1998:

“Amparo de pobreza. El juez podrá conceder el amparo de pobreza cuando fuere pertinente, de acuerdo con lo establecido en el Código de Procedimiento Civil (hoy Código General del Proceso), o cuando el Defensor del Pueblo o sus delegados lo soliciten expresamente.”

Por su parte, el Código General del Proceso, consagra la figura del amparo de pobreza en los siguientes términos:

“Artículo 151 Procedencia. Se concederá el amparo de pobreza a la persona que no se halle en capacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo cuando pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso.”

“Artículo 152. El amparo podrá solicitarse por el presunto demandante antes de la presentación de la demanda, o por cualquiera de las partes durante el curso del proceso.

El solicitante deberá afirmar bajo juramento que se encuentra en las condiciones previstas en el artículo precedente, y si se trata de demandante que actúe por medio de apoderado, deberá formular al mismo tiempo la demanda en escrito separado

(…)”

Sobre el sentido y alcance de esta norma la doctrina ha dejado propuesto que:
“Opera tan solo a petición de parte y podrá solicitarse aun antes de la presentación de la demanda o coetáneamente con esta si lo va a invocar el demandante, o en el curso del proceso por cualquiera de las partes, lo cual evidencia a la luz del inciso primero del artículo 152, que si el demandante no lo pidió antes o con la demanda, nada impide que lo haga con posterioridad.

Su trámite es muy simple, basta afirmar que se está en las condiciones de estrechez económica a las que ya se hizo referencia, aseveración que se entiende bajo la gravedad del juramento, para que el juez otorgue de plano el amparo, de ahí que no se requiere prueba de ninguna índole para la decisión favorable, razón por la cual no tiene mayor aplicación la posibilidad contemplada en el artículo 153 de denegar el amparo e imponer multa de un salario mínimo que allí se prevé, aun cuando debe advertirse que en el caso de que se demuestre que es falso el juramento podrá a más de revocarse el beneficio adelantarse la acción penal por el delito que entraña el falso juramento.”

Bajo este contexto, es claro que el objetivo de la figura no es otro que permitir que el proceso pueda iniciarse o continuar, con el fin de garantizar los derechos de defensa e igualdad de las partes en litigio, figura que puede formularse desde antes de la presentación de la demanda o en el curso del proceso, en cualquier etapa del mismo, para que los litigantes, en caso de estar en dicha situación, puedan acceder a este beneficio procesal. 
Sin embargo hay dos razones para no concederlo en este caso particular. La primera, que de la sola lectura del memorial surge diáfano que el demandante no ajustó su contenido al mandato de la norma en cita, si bien faltan hizo las afirmaciones que allí se compendian, esto es, que está en incapacidad de atender los gastos del proceso sin menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos. Eso es suficiente para negar la solicitud. 
Y la segunda, que ya la litis se desarrolló y simplemente queda el trámite en esta instancia, sin que se observen gastos necesarios que puedan paralizar el proceso por falta de recursos del actor, o sea, en el presente asunto, simple y llanamente, falta la decisión de segundo grado, sin más carga que la de asistir a la audiencia que se programe. Y es que, valga decirlo, la a-quo en ningún momento le exigió copias para otorgar el recurso, tanto así que a folio 61 del cuaderno No. 1 fue concedido en el efecto suspensivo.  
No encuentra razón la Sala, entonces, para conceder el amparo de pobreza solicitado, por tanto, una vez ejecutoriado el presente auto, sin admitir más dilaciones, se procederá a seguir con el trámite pertinente. 
  



DECISIÓN

 



En armonía con lo dicho, esta Sala Unitaria de Decisión Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira,

  



RESUELVE:
Se NIEGA la solicitud de amparo de pobreza invocada por el actor a folio 60 del cuaderno principal.
  



En firme esta decisión procédase según lo dispuesto en este proveído.

  



Notifíquese 

  



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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